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El gobierno quiere incluir la lucha contra la minería ilegal en la ley del Plan de Desarrollo 2010 – 2014 y las denuncias sobre financiación de  narcoparas y guerrillas con explotación de oro y rentas de otros minerales parecen darle la razón. Las imágenes de las dragas y retroexcavadoras acabando con el rio Dagua son testimonio de lo que ocurre en muchas partes del país  en donde prolifera la minería de mafias y grupos armados.  Esta cruzada contra la minería ilegal de grupos delictivos se justifica además por el entorno que la rodea cargado de violencia, sometimiento de las comunidades vecinas, contaminación de las aguas y de todo tipo de tráfico y de abuso contra la población.
Los problemas de esta guerra minera comienzan cuando se mete en un mismo saco la minería artesanal y la pequeña minería tradicional de las comunidades, que es en su mayoría no formal, y la minería de las mafias, narcos y grupos armados ilegales. Según el discurso de moda en las altas esferas, todos caben en la categoría de minería ilegal y por ello la guerra frontal mezcla justificaciones de orden público y lucha antiterrorista con las de seguridad industrial o laboral. Y de ese coctel sale la criminalización de la micro - minería no formal que es parte de la cultura y el “pan coger”  de más de 20.000 familias. 
Los artículos 61 y 65 del proyecto de ley del plan 2010-2014, son un ejemplo de la criminalización de la micromineria artesanal y tradicional: elevan a condición de delito punible toda minería ilegal sin distinguir la pequeña de la que hacen las mafias o grandes extractores que no se sujetan a la ley o la corrompen. Con el artículo 61 se autoriza  decomisar “todo tipo de maquinaria” en actividad minera “sin título minero  inscrito en el Registro Nacional” y a procesar penalmente a los ilegales. En el artículo 65 se prohíbe desde el 1 de enero de 2012, comprar a quien no tenga ese título minero so pena de decomiso del mineral (incluido oro, esmeralda, gravas, sal, mármoles, etc). Por supuesto no se hace salvedad de la micromineria artesanal y se deja al arbitrio de la policía y de las fuerzas armadas la persecución de esa minería no formal que ahora pasó de ser objeto de políticas especiales de protección y seguridad industrial a ser  obra de otros criminales. 
Ya es cosa sabida que la locomotora minera está diseñada para entregar la industria extractiva a las grandes multinacionales, pero aún cabe la pregunta si se acompaña de la ideología de despreciar lo pequeño hasta el punto de la criminalización.  Por este camino de guerra a la micromineria no formal le hacen el favor a las mafias y traficantes de títulos que desde un computador y dos corruptos infiltrados en puestos clave están cubriendo el territorio nacional de contratos de concesión. Mientras a la policía y al Ejército los mandan a perseguir mineros, los criminales legalizados de todo tamaño seguirán haciendo fiestas, Marmatos y Zaragozas. 
